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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL META



Villavicencio, treinta y uno (31) de julio del dos mil catorce (2014)

Auto interlocutorio No.  

MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA
DEMANDANTE:
    ARIALDO CRUZ MORALES
DEMANDADO:
    NACIÓN - FISCALÍA GENERAL 
EXPEDIENTE:
    50001 - 23 - 33 - 000 - 2013 - 00443 - 00


TEMA: 

    FALLA EN EL SERVICIO
Procede el Despacho a pronunciarse sobre la admisibilidad de la demanda de la referencia.

I. ANTECEDENTES

AREALDO CRUZ MORALES, quien actúa en nombre propio y en representación de sus hijos, LUIS SEBASTIÁN CRUZ ACOSTA, CARLOS HERNANDO CRUZ ACOSTA, CRISTIAN ARIALDO CRUZ ACOSTA y MARÍA PAULA CRUZ ACOSTA, en ejercicio del medio de control de reparación directa, solicita se declare administrativa y extracontractualmente responsable a la Fiscalía General de la Nación y al Consejo Superior de la Judicatura por los daños morales y materiales ocasionados por la falla del servicio en la modalidad de error judicial por la detención e imputación injusta en contra del señor Cruz Morales durante el periodo del 21 de septiembre del 2008 al 23 de septiembre del 2011 según el radicado No. 2008-01814.
II. CONSIDERACIONES
1. Competencia

En relación al factor territorial, al Tribunal le corresponde asumir el conocimiento del presente asunto por cuanto el hecho generador de la demanda ocurrió en el Municipio de Villavicencio (art.156-6).

Sin embargo, respecto de la competencia por razón de la cuantía, se advierte que no se encuentra razonada de conformidad con los parámetros establecidos en el artículo 157 del CPACA, esto es: i) los daños materiales en la modalidad de daño emergente por valor de $786.698.05 es una cifra actualizada de $164.784.187, la que consideró el demandante es la correcta a 4 años, es decir, del 2011 a la fecha de la presentación de la demanda, empero, estas cifras presuntamente actualizadas no corresponden a un juicio razonable, porque su aumento excede de lo real; igual sucede con el daño en la modalidad de lucro cesante (fls.211 y 2012), destacándose que la norma no contempla la posibilidad de fijar la cuantía teniendo en cuenta la devaluación de la moneda; ii) el daño emergente determinado para cada uno de los hijos de Arealdo Cruz respecto del daño emergente, también son sumas que tienen en cuenta valores actualizados, específicamente el valor de $391.094.265.
Es la seriedad del razonamiento la que posibilita fijar con precisión el juzgador al que corresponde conocer del negocio y proceder con certidumbre en ese aspecto y no al arbitrio del demandante seleccionar el Juez de la causa.
De acuerdo con lo anterior, la competencia del Tribunal por razón de la cuantía, no se encuentra debidamente determinada y por lo tanto hasta que no esté fijada conforme lo ordena la ley, esta Corporación no puede declararse competente por este factor. 

2. Requisito de procedibilidad
2.1 Se evidencia el agotamiento del requisito de procedibilidad ante la Procuraduría 205 Judicial I delegada para asuntos administrativos (fol. 191) cumpliendo con lo señalado en el numeral 1 del artículo 161 del CPACA, el artículo 13 de la ley 1285 de 2009 y el decreto 1716 de 2009. 

3. Oportunidad para presentar la demanda
El artículo 164 - 2 literal i) de la Ley 1437 de 2011, establece que:

“Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño,”
En el presente caso, el término de caducidad inicia a contarse desde el 19 de abril del 2012, día siguiente a la fecha de la ejecutoria de la sentencia que privó de la libertad al accionante (fol.166) y por espacio de dos años, esto es, hasta el 19 de abril del 2014. 

Este término inicial fue suspendido con la solicitud de conciliación prejudicial presentada ante la Procuraduría 205 Judicial I Administrativa como lo dispone el artículo 3º del Decreto 1716 de 2009, solicitud de conciliación que se presentó el 21 de agosto de 2013, y se suspendió durante el trámite conciliatorio hasta el día en que se emitió la constancia, es decir hasta el 15 de octubre de 2013, reanudándose el término restante para interponer el medio de control a partir del día siguiente.

Así las cosas y como quiera que la parte demandante presentó la demanda el primero de noviembre del 2013 e inicialmente la caducidad es hasta el 14 de abril del 2014, es forzoso concluir que en el sub lite no ha operado este fenómeno.
4. Legitimación
Las partes están legitimadas y con interés para interponer y actuar en el presente medio de control, de conformidad con lo señalado en los artículos 140 y 159 del CPACA.

5. Aptitud formal de la demanda
Estudiada la demanda, se observa que no cumple con algunos de los requisitos y formalidades legales exigidos para adelantar la misma, por cuanto: 
i) Para efectos de constatar que el Tribunal ostenta competencia en razón de la cuantía (Art.157 del CPACA), en el término de subsanación, la parte demandante deberá determinar su monto teniendo en cuenta el valor de los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como accesorios, hasta el momento de presentación de la demanda, es decir, sin incluir daños a futuro; la estimación de la suma no debe considerar los perjuicios morales, salvo que sean los únicos que se reclamen; y en el evento de que se acumulen varias pretensiones, la cuantía se fija por el monto de la pretensión mayor.
ii) En el acápite de hechos de la demanda se encuentran apreciaciones propias del apoderado de la parte actora sobre el procedimiento y normas que a su juicio han sido vulnerados, pero que deberá corregir por carecer de técnica jurídica, especificando solamente los fundamentos fácticos que originaron el presente medio de control, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 162-3 del CPACA, cuando exige la diferenciación clara y precisa entre hechos y fundamentos de derecho en el cuerpo de la demanda.
iii) Observados los anexos de la demanda se advierte que Luis Sebastián Acosta, hijo de Arealdo Cruz Morales, al tiempo de la presentación de la demanda es persona mayor de edad, por lo tanto, para hacerse parte y actuar en el proceso debe otorgar poder a un abogado que lo represente dentro del mismo con las exigencias establecidas en el artículo 74 del Código General del Proceso.
Así las cosas se torna pertinente inadmitir la presente demanda y conceder al apoderado judicial del extremo actor el término de que trata el artículo 170 de la Ley 1437 de 2011, a fin de que subsane los yerros advertidos, so pena de rechazo.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo del Meta,

RESUELVE:

PRIMERO: INADMITIR la demanda presentada, por las razones expuestas en la parte considerativa de este proveído. 

SEGUNDO: CONCEDER a la parte actora el término improrrogable de diez (10) días siguientes a la notificación de esta decisión para que subsane los defectos que adolece la demanda, so pena de su rechazo.

TERCERO: RECONOCER personería al Abogado VÍCTOR MANUEL RIVERA JIMÉNEZ, identificado con cédula de ciudadanía Nº19.491.010 de Bogotá y tarjeta profesional Nº70.028 del C. S. de la J., a fin de que represente los intereses de la parte demandante en el trámite de la referencia.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
MOISÉS RODRIGO MAZABEL PINZÓN



            MAGISTRADO



         (original firmado)
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